Radicación  2015-00008-01
 Acusado: Roger Eduardo Calle Arenas  


                                                           Delito: Homicidio en persona protegida 
 Asunto: Permiso 72 horas – Confirma


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Auto – 2ª instancia – 21 de junio de 2017
Proceso:                

Penal – Confirma decisión del a quo que negó permiso de 72h

Radicación Nro. :
  
05001-3104-009-2015-00008-01
Enjuiciado:   

ROGER EDUARDO CALLE ARENAS

Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Temas: 


BENEFICIO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS PARA AUSENTARSE TEMPORALMENTE DEL ESTABLECIMIENTO DE RECLUSIÓN / NO CUMPLE LOS REQUISITOS.  Aplicando lo anterior al caso concreto, se tiene que independientemente de la fecha en que se condenó al señor CALLE ARENAS, los actos materia de delito por lo que fue condenado tuvieron ocurrencia en el año 2005, momento para el cual no existía la prohibición legal de que a las personas condenadas por delitos en contra de la personas o bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, se les pudiera favorecer con el permiso de hasta 72 horas por fuera del centro de reclusión; de esa manera, lo aplicable entonces, es lo dispuesto en el artículo 147 de la Ley 93 de 1993 modificado por el 29 de la Ley 504 de 1999 (…). En conclusión, le asiste razón al apelante cuando dice que en su caso no se debe aplicar la prohibición del artículo 68A del C.P., para negarle el beneficio administrativo de hasta 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión en donde se encuentra; sin embargo, ello no quiere decir que cumpla con todos los requisitos de carácter objetivo para acceder a ello, pues como ya se vio, en la actualidad no ha cumplido con el 70% de la pena que se le impusiera, requisito indispensable, de acuerdo a las normas aplicables en su caso; por tanto, la decisión del A-quo será confirmada pero por las razones aquí dadas.  
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SALA DE DECISIÓN PENAL
Magistrado  Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Pereira, veintiuno (21) de junio de dos mil diecisiete (2017)
Hora: 8:45 a.m. 
Aprobado según Acta No. 549
Radicación No. 05001-3104-009-2015-00008-01
Enjuiciados
: Roger Eduardo Calle Arenas  
Delito

: Homicidio en persona protegida 
Procedencia
: Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. 

ASUNTO
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado ROGER EDUARDO CALLE ARENAS, contra el proveído fechado el 7 de marzo de 2017 mediante la cual el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad le negó la solicitud de permiso de 72 horas solicitado para abandonar temporalmente el Establecimiento de Reclusión.
HECHOS

Se extracta de la actuación que el señor ROGER EUDARDO CALLE ARENAS fue condenado por el Juzgado Noveno Penal del Circuito de Medellín y se le impuso una pena de 90 meses de prisión al reprocharle responsabilidad penal en el ilícito de homicidio en persona protegida en calidad de cómplice, según sentencia emitida el 13 de agosto  de 2015.
Después de varios reconocimientos de descuentos punitivos por trabajo o estudio dentro del penal, el condenado CALLE ARENAS, con el aval del EPMSC de Pereira, solicitó ante el Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, el permiso administrativo hasta por 72 horas por fuera del penal.
AUTO IMPUGNADO
El Juez A quo, mediante decisión proferida el 7 de marzo de 2017 niega la concesión del beneficio administrativo de 72 horas, por expresa prohibición legal, con fundamento en que la sentencia condenatoria dictada en su contra se profirió el 13 de agosto de 2015, esto es, luego de la entrada en vigencia de la ley 1709 del 20 de enero de 2014, estatuto que en su articulo 32, que modifica el 68A del Código Penal, expresamente excluye de este beneficio a quienes a partir de esa fecha fueran condenados por delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, como lo es el delito de homicidio en persona protegida, por el cual fue condenado el solicitante.
LA ALZADA
Inconforme con la decisión de instancia, el 13 de marzo del 2017 el señor ROGER EDUARDO CALLE ARENAS hizo llegar al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira escrito mediante el cual manifiesta que apela la misma, por considerar que si bien es cierto la norma citada en tal libelo contempla esa prohibición, el A-quo dejó de tener en cuenta que los hechos por los cuales él fue condenado tuvieron ocurrencia en el año 2005, esto es nueve años antes de la entrada en vigencia de esa normatividad, lo que a su parecer hace que la misma no le sea aplicable ya que le resulta desfavorable; aunado a ello, dice que para negarle lo pedido, tampoco se tuvo en cuenta que él colaboró con la justicia, no solo aceptando los cargos, sino aportando información para esclarecerlos y poder llegar a los autores materiales de los mismos.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA
Competencia.
De acuerdo con lo estipulado en el artículo 33, numeral 6º de la Ley 906 de 2004, esta Corporación es competente para resolver el recurso de apelación impetrado por el señor  ROGER EDUARDO CALLE ARENAS contra la decisión asumida por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
Planteamiento jurídico.

El problema jurídico se circunscribe a establecer si es viable o no  concederle al señor ROGER EDUARDO CALLE ARENAS el beneficio administrativo de hasta 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión.
Solución. 

Iniciará la Sala afirmando que en atención a la fecha en que tuvieron ocurrencia los hechos –en el año 2005- y la sentencia condenatoria en su contra se dictó el 13 de agosto de 2015, esto es diez años después, cuando la Ley 1709 ya estaba en vigencia, pues entró a regir el 20 de enero de 2014. 
Para empezar, la Sala debe ser enfática en establecer que la ley impone unas cargas al sentenciado para acceder al permiso previsto en el articulo 147 del Código penitenciario y carcelario, entre ellas  está contemplada aquello que estableció que para acceder a ello no debe existir ningún tipo de prohibición legal para ser concedido en atención al delito por el cual se encuentra condenado el solicitante.

Consecuente con lo anterior, nos remitiremos a la tan mencionada Ley 1709 de 2014, específicamente al artículo 32 en aras de verificar si la conducta punible de homicidio en persona protegida, por la cual fue condenado ROGER EDUARDO CALLE ARENAS se encuentra o no entre los delitos excluidos por la Ley para acceder al beneficio administrativo solicitado, veamos:
“ARTÍCULO 32. Modificase el artículo 68A de la Ley 599 de 2000 el cual quedará así:

Artículo 68A. Exclusión de los beneficios y subrogados penales. No se concederán; la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores.
Tampoco quienes hayan sido condenados por delitos dolosos contra la Administración Pública; delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario;(…); (…)” Negrillas extra texto.
En ese orden de cosas, no se puede perder de vista el hecho de que el delito por el cual fue sentenciado el apelante, efectivamente se encuentra inmerso en la lista de delitos excluidos por el artículo en cita, para que le sea otorgado el beneficio administrativo del permiso de hasta por 72 horas por fuera del penal que fue consagrado en el artículo 146 de Ley 65 de 1993, sin embargo tampoco se puede dejar de lado que al momento de ocurrencia de los hechos por los cuales él fue condenado esa norma no estaba vigente.

En virtud de lo anterior, es necesario recordar que el artículo 6º del C.P. estableció el principio de legalidad de la ley penal indicando que “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa”, lo que está en consonancia directa con el artículo 29 Constitucional, que establece el principio de favorabilidad de la ley en materia penal, señalando que a ninguna persona se podrá imponer una pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 
Aplicando lo anterior al caso concreto, se tiene que independientemente de la fecha en que se condenó al señor CALLE ARENAS, los actos materia de delito por lo que fue condenado tuvieron ocurrencia en el año 2005, momento para el cual no existía la prohibición legal de que a las personas condenadas por delitos en contra de la personas o bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, se les pudiera favorecer con el permiso de hasta 72 horas por fuera del centro de reclusión; de esa manera, lo aplicable entonces, es lo dispuesto en el artículo 147 de la Ley 93 de 1993 modificado por el 29 de la Ley 504 de 1999, que consagra:

ARTICULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos:

1. Estar en la fase de mediana seguridad.

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta.

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial.

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria.

5. Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los jueces penales de circuito especializados.

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina.

Bajo ese contexto, es procedente decir que efectivamente se ha equivocado el Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local al negar el beneficio administrativo solicitado por el señor ROGER EDUARDO CALLE ARENAS con base en la prohibición contemplada en el artículo 68A del Código Penal, teniendo en cuenta para ello, no la fecha de los hechos materia de delito sino la fecha en que se dictó la sentencia condenatoria.
Dicho lo anterior, es menester pasar a analizar si el solicitante cumple con todos los requisitos exigidos por el artículo 147 de la Ley 93 de 1993 vigente para el año 2005, especialmente el establecido en el numeral 5º que exigía para aquellas personas condenadas por la justicia penal especializada que aspiraran a ser favorecidas con el mencionado beneficio administrativo, el deber de “Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta”.
En ese orden de cosas y de acuerdo a la documentación allegada junto con la solicitud, se tiene que en la certificación obrante a folio 179 del expediente, se dijo que para el día 6 de febrero del año que avanza, el señor ROGER EDUARDO CALLE ARENAS tenía 29 meses y 23 días de tiempo físico, más 7 meses y 27 días de tiempo redimido, lo que sumado le daría 37 meses y 20 días, lo que evidentemente supera la tercera parte de la condena que se le impusiera, que fue de 90 meses de prisión. Sin embargo, como no es posible dejar de lado el hecho de que el señor ROGER EDUARDO fue condenado por parte de la justicia especializada, y que para el año 2005 la norma atrás citada, exigía como se ha venido diciendo, que en el caso de los condenados por la justicia especializada, no se aplicaba esa cuantía, sino que se debía verificar que se cumpliera con el haber descontado el 70% de la pena impuesta, que para este caso resulta ser de 63 meses, que evidentemente a la fecha el señor ROGER EDUDARDO CALLE ARENAS no tiene.

En conclusión, le asiste razón al apelante cuando dice que en su caso no se debe aplicar la prohibición del artículo 68A del C.P., para negarle el beneficio administrativo de hasta 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión en donde se encuentra; sin embargo, ello no quiere decir que cumpla con todos los requisitos de carácter objetivo para acceder a ello, pues como ya se vio, en la actualidad no ha cumplido con el 70% de la pena que se le impusiera, requisito indispensable, de acuerdo a las normas aplicables en su caso; por tanto, la decisión del A-quo será confirmada pero por las razones aquí dadas.  
En mérito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial del Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, el día 7 de marzo  de 2017, por medio de la cual no aprobó el beneficio administrativo de permiso hasta por 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión, al condenado ROGER EDUARDO CALLE ARENAS.

SEGUNDO: ORDENAR la devolución de la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
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